
 

 

 

 

 

 

 

 

CORTE SUPREMA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

  

315 U.S. 568 

Chaplinsky v. New Hampshire 

APELACIÓN DE LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL SUPREMO DE NEW 
HAMPSHIRE 

  
N.° 255 Alegatos: 5 de febrero de 1942 --- Sentencia: 9 de marzo de 1942  

  

El juez MURPHY redactó la decisión de la Corte. 

El apelante, miembro de una secta conocida como Testigos de Jehová, fue condenado 

por el tribunal municipal de Rochester, New Hampshire, por violación del Capítulo 378, 

§ 2, de las Leyes Públicas (Public Laws) de New Hampshire: 

Ninguna persona podrá dirigirse a otra que se encuentre lícitamente en la vía pública u 

otro espacio público empleando términos ofensivos, despectivos o fastidiosos, ni 

tampoco podrá llamarla mediante un nombre ofensivo o despectivo, ni emitir en su 

presencia y donde puedan ser oídos por ella sonidos o exclamaciones cuyo objeto sea 

desmerecerla, ofenderla o fastidiarla, o impedir que lleve a cabo su actividad u 

ocupación lícita. 

La demanda indicaba que el apelante, 

de manera violenta, en un lugar público en la mencionada ciudad de Rochester, 

específicamente en la acera pública del lado este de Wakefield Street, en un sitio 

próximo a la entrada de la Municipalidad, repitió varias veces y en forma ilícita las 

siguientes palabras dirigidas al demandante: "Eres un maldito chantajista" y "un maldito 

fascista, y todos los miembros del gobierno de Rochester son fascistas o agentes de 

fascistas", y que estas palabras y nombres son ofensivos, despectivos y fastidiosos. 



En la instancia de apelación en el Tribunal Superior, se realizó un nuevo juicio del 

apelante ante un jurado. En esta instancia se determinó su culpabilidad, y la sentencia de 

condena fue confirmada por el Tribunal Supremo del Estado. 91 N.H. 310, 18 A.2d 754. 

A través de diversas peticiones y excepciones, el apelante cuestionó la validez de la ley 

en virtud de la Decimocuarta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos, en 

tanto imponía restricciones irrazonables a la libertad de expresión, la libertad de prensa 

y la libertad de culto, y por el carácter vago e indefinido de su contenido. Estos 

argumentos fueron desestimados, y el caso llegó a esta instancia por la vía de apelación. 

Los hechos del caso no son mayormente controvertidos. Un concurrido sábado por la 

tarde, Chaplinsky se encontraba distribuyendo una serie de textos sobre la secta a la que 

pertenece en la vía pública en la ciudad de Rochester. Varios ciudadanos locales se 

quejaron ante Bowering, el jefe de policía de esa ciudad, de que Chaplinsky se refería a 

todas las religiones como un "chantaje". Bowering informó a estas personas que 

Chaplinsky no estaba infringiendo la ley, y advirtió a Chaplinsky que el público estaba 

cada vez más alborotado. Poco tiempo después, se produjeron disturbios y el oficial de 

tráfico que se encontraba trabajando en esta concurrida intersección trasladó a 

Chaplinsky hasta la estación de policía, sin advertirle que estaba siendo detenido o que 

iba a serlo. En el camino, se cruzaron con el jefe de policía Bowering, quien había 

recibido aviso de que se estaban produciendo disturbios y se dirigía apresuradamente al 

lugar. Bowering repitió la advertencia que había hecho previamente a Chaplinsky, quien 

profirió contra Bowering las expresiones indicadas en la demanda. 

La versión que ofreció Chaplinsky de los hechos presentó algunas diferencias. Indicó en 

su testimonio que, al encontrarse con Bowering, le pidió que arrestara a los responsables 

de los disturbios. En respuesta, Bowering lo insultó y le dijo que no perdiera tiempo. El 

apelante admitió haber pronunciado las palabras consignadas en la demanda, pero negó 

haber invocado el nombre de Dios. 

Pese a la objeción del apelante, el tribunal de primera instancia excluyó por irrelevante 

el testimonio vinculado con la misión del apelante de "predicar la verdad sobre la 

Biblia", el trato que recibió del público y la supuesta negligencia de la policía. Esta 

medida fue aprobada por el tribunal inferior, el cual sostuvo que ni la provocación ni la 

veracidad de la afirmación expresada constituían una defensa frente a la acusación. 

Resulta claro ahora que 

La libertad de expresión y la libertad de prensa, protegidas por la Primera Enmienda 

frente a la intromisión del Congreso, se encuentran entre los derechos y las libertades 

fundamentales de las personas que están tutelados por la Decimocuarta Enmienda frente 

a la invasión de la acción del estado. 

Lovell v. Griffin, 303 U.S. 444, 450
1
. La libertad de culto recibe una tutela similar. 

Cantwell v. Connecticut, 310 U.S. 296, 303. 

                                                
1
 Ver también Bridges v. California, 314 U.S. 252; Cantwell v. Connecticut, 310 U.S. 296, 303; Thornhill 

v. Alabama, 310 U.S. 88, 95; Schneider v. State, 308 U.S. 147, 160; De Jonge v. Oregon, 299 U.S. 353, 

364; Grosjean v. American Press Co., 297 U.S. 233, 243; Near v. Minnesota, 283 U.S. 697, 707; 

Stromberg v. California, 283 U.S. 359, 368; Whitney v. California, 274 U.S. 357, 362, 371, 373; Gitlow 

v. New York, 268 U.S. 652, 666. 

En este caso, el apelante sustenta su argumento en la cláusula sobre debido proceso de la Decimocuarta 

Enmienda. 

 



El apelante impugna la ley y sostiene que vulnera estas tres libertades —de expresión, 

prensa y culto—; no obstante, solo resulta procedente la impugnación relativa a la 

libertad de expresión. Son expresiones orales, y no escritas, las que están en juego. Y no 

podemos concebir que proferir insultos contra un funcionario público constituya un 

ejercicio de la religión en ninguno de los sentidos del término. Aun si las actividades del 

apelante previas al incidente pudieran considerarse en algún modo religiosas y, por lo 

tanto, ameritaran la protección de la Decimocuarta Enmienda, no le otorgarían 

inmunidad frente a las consecuencias jurídicas previstas para actos concomitantes que 

infrinjan una ley penal válida. Por lo tanto, analizaremos ahora la ley en cuestión. 

Aun de acuerdo con una interpretación lo más amplia posible del lenguaje y la finalidad 

de la Decimocuarta Enmienda, es sabido que el derecho de libertad de expresión no es 

absoluto en todos los casos ni en todas las circunstancias
2
. Existen algunas clases de 

expresiones claramente definidas y acotadas cuya prevención y sanción nunca se pensó 

que supondría un problema constitucional
3
. Entre estas se incluyen las de carácter 

lujurioso y obsceno, las profanas, las difamatorias y los términos ofensivos o 

"beligerantes": aquellos cuya sola utilización implica un agravio o tiende a incitar una 

inmediata perturbación del orden pacífico
4
. Se ha observado acertadamente que estas 

expresiones no constituyen un componente esencial de la exposición de ideas y que 

revisten un valor social tan insignificante para la búsqueda de la verdad que cualquier 

beneficio que pudieran aportar se ve ampliamente superado por el interés social en el 

orden y la moralidad
5
.  

El uso de epítetos insultantes o términos abusivos no constituye una comunicación de 

información u opiniones propiamente dicha que goce de la protección de la 

Constitución, y su penalización como delito no sería cuestionable en virtud de dicho 

instrumento. 

Cantwell v. Connecticut, 310 U.S. 296, 309-310. 

La ley del estado impugnada en el presente ha sido interpretada en forma legítima por el 

más alto tribunal de New Hampshire. Presenta dos disposiciones: la primera se vincula 

con palabras o nombres utilizados para dirigirse a otras personas en un ámbito público, 

y la segunda se refiere a sonidos y exclamaciones. El tribunal señaló: 

Las dos disposiciones son diferentes. Una puede aplicarse independientemente de la 

otra. Si asumiéramos, sin por ello determinar, que la segunda disposición es 

inconstitucional, esto no afectaría la constitucionalidad de la primera. 

Aceptamos esta interpretación sobre la independencia de las disposiciones de la norma y 

limitamos nuestro análisis a la primera disposición de la ley
6
.  

Sobre la base de sus decisiones anteriores, el tribunal del estado declaró que la finalidad 

de la ley era preservar el orden público sin que se prohibieran términos en particular, 

                                                
2
 Schenck v. United States, 249 U.S. 47; Whitney v. California, 274 U.S. 357, 373 (Brandeis, J., 

concurring); Stromberg v. California, 283 U.S. 359; Near v. Minnesota, 283 U.S. 697; De Jonge v. 

Oregon, 299 U.S. 353; Herndon v. Lowry, 301 U.S. 242; Cantwell v. Connecticut, 310 U.S. 296. 
3 La protección de la Primera Enmienda, reflejada en la Decimocuarta Enmienda, no se limita a la idea de 

Blackstone según la cual la libertad de la prensa implica únicamente una libertad frente a la restricción 

previa de las publicaciones. Near v. Minnesota, 283 U.S. 697, 714-715. 
4
 Chafee, Free Speech in the United States (1941), 149. 

5 Chafee, op. cit., 150. 
6
 Dado que en la demanda se acusaba al apelante únicamente de haber violado la primera disposición de 

la ley, no se configura el problema planteado en Stromberg v. California, 283 U.S. 359. 



"excepto aquellos que tiendan en forma directa a generar actos de violencia por parte de 

las personas a quienes se dirige individualmente la observación"
7
. Se señaló asimismo: 

La palabra "ofensivo" no se define en función de lo que piense un destinatario en 

particular. . . La prueba a aplicar consiste en tener en cuenta aquellas palabras que, 

según una persona de inteligencia media, posiblemente provocarían una respuesta 

beligerante por parte del común de los destinatarios. . . Existen en el idioma inglés una 

serie de palabras y expresiones que, según la opinión general, constituyen "términos 

beligerantes" cuando se pronuncian sin ir acompañados de una sonrisa atenuante. . . 

[E]stas palabras, como lo saben todas las personas comunes, tienen la potencialidad de 

provocar conflictos. Lo mismo se aplica a las expresiones denigrantes, profanas u 

obscenas. Puede interpretarse que las palabras despectivas o fastidiosas se inscriben en 

el ámbito de la ley, según la interpretación ofrecida previamente, únicamente cuando 

presentan esta característica, es decir, cuando incitan claramente a la persona a la que 

están destinadas a romper el orden pacífico. . . La ley, tal como ha sido interpretada, no 

hace más que prohibir la expresión de palabras dirigidas en forma directa a un 

destinatario y que puedan incitar a este a provocar una perturbación del orden pacífico, 

las palabras cuyo pronunciamiento constituye una subversión del orden pacífico por 

quien las expresa —incluidos los "términos beligerantes clásicos"—, las palabras de uso 

vigente que sin ser tan "clásicas" son igualmente propensas a generar violencia, y otras 

palabras que tiendan a alterar el orden público, como los términos profanos, obscenos o 

las amenazas. 

No podemos afirmar que el alcance limitado de la ley, tal como ha sido interpretada, 

infrinja el derecho constitucional a la libre expresión. Se trata de una ley formulada de 

manera estricta y que se limita a definir y sancionar una conducta específica que se 

encuadra dentro de la potestad del estado: el uso en ámbitos públicos de palabras que 

pueden provocar una perturbación del orden pacífico. Cf. Cantwell v. Connecticut, 310 

U.S. 296, 311; Thornhill v. Alabama, 310 U.S. 88, 105. Esta conclusión requiere 

necesariamente desestimar el argumento del apelante según el cual la ley es tan vaga e 

indefinida que la aplicación de una condena en virtud de ella implicaría una violación 

del debido proceso. Una ley que prevé una sanción para actos de carácter verbal, 

formulada cuidadosamente de modo de no cercenar de manera indebida la libertad de 

expresión, no presenta un contenido excesivamente vago a efectos de la ley penal. Cf. 

Fox v. Washington 236 U.S. 273, 277
8
.  

Tampoco podemos afirmar que la aplicación de la ley a los hechos presentados en la 

causa vulnere de manera sustancial o irrazonable la prerrogativa de la libertad de 

expresión. No es necesario presentar argumentos para demostrar que las expresiones 

"maldito chantajista" y "maldito fascista" constituyen epítetos insultantes que 

posiblemente inciten al común de las personas a tomar represalias y generen de este 

modo una perturbación del orden pacífico. 

La negativa del tribunal del estado a admitir pruebas de que existió provocación o sobre 

la veracidad o falsedad de las expresiones formuladas no puede ser objetada con 

argumentos constitucionales. La cuestión de si los hechos que se pretenden demostrar 

con estas pruebas constituyen una defensa frente a la acusación, o pueden invocarse a 

modo de mitigación, deberá ser dirimida por el tribunal del estado. Nuestra función se 

agota con la determinación de que la ley impugnada, en abstracto y en su aplicación a 

los hechos, no contraviene la Decimocuarta Enmienda. 

                                                
7
 State v. Brown, 68 N.H. 200, 38 A. 731; State v. McConnell, 70 N.H. 294, 47 A. 267. 

8
 No se presenta en este caso el problema de Lanzetta v. New Jersey, 306 U.S. 451. Aun si se desestima la 

interpretación asignada a la ley por el tribunal inferior, anteriormente ya se había interpretado que la 

finalidad de la ley era preservar el orden público mediante la sanción de conductas que tendieran de 

manera directa a provocar actos de violencia por las personas a quienes estaban dirigidas. State v. Brown, 

68 N.H. 200, 38 A.731 (1894). 



Se confirma la sentencia.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


